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 Hble. Sr.: 

 
 

 El Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana, en sesión 

celebrada el día 10 de junio de 2026,  bajo la 

Presidencia de la Hble. Sra. D.ª Margarita 

Soler Sánchez, y con la asistencia de los 

señores y las señoras que al margen se 

expresan emitió, por unanimidad, el 

siguiente dictamen: 

 

 
 
 

 
 De conformidad con la comunicación de V.M.H., de 18 de mayo de 2026 
(Registro de entrada del mismo día), el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana ha examinado la petición de dictamen cursada por 
Presidencia, en relación con la consulta facultativa formulada por el 

Ajuntament de Barxeta respecto de la solicitud del representante de la 
coalición “Acuerdo Municipal” sobre la consideración de no adscritos de dos 
concejales del grupo municipal “Som Barxeta”.  
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I 
ANTECEDENTES 

 
Del examen del expediente administrativo remitido se desprende que: 

 
 Primero.- El presente dictamen deriva de la petición de dictamen 
cursada por Presidencia, en relación con la consulta facultativa formulada 

por el Ajuntament de Barxeta respecto de la solicitud del representante de la 
coalición “Acuerdo Municipal” sobre la consideración de no adscritos de dos 

concejales del grupo municipal “Som Barxeta”.  
 
 En el escrito de la autoridad consultante de 17 de abril de 2026 se 

describen los hechos acaecidos, que se recogen en los apartados siguientes. 
 
 Segundo.- El Ajuntament de Barxeta está formado por tres grupos 

políticos con tres concejales cada uno, Esquerra Unida del País Valencià 
(EUPV), Partido Popular (PP) y la coalición electoral Acord Municipal-Som 

Barxeta (AM-SB). En la sesión de pleno para la elección de alcalde, tras las 
elecciones de 2023, se eligió a D. Vicente Mahíques Margarit de EUPV como 
alcalde con la siguiente votación: 

 
“Seguidamente se realiza la votación ordinaria, con el siguiente 

resultado: 
 
 VOTOS A FAVOR 
 D. Vicente Mahiques Margarit 3 
 D. Vicente José Torregrosa Morales 3 
 D. Dàrius Tortosa i España 3 
 
 No habiendo obtenido nadie candidato la mayoría absoluta de votos del 
número legal de miembros de la corporación D. VICENTE MAHIQUES 
MARGARIT, es proclamado Alcalde del Ayuntamiento de Barxeta por haber 
obtenido el mayor número de votos Populares según se deduce del acta de 
proclamación de concejales emitida por la junta electoral de zona de Xàtiva”. 
 
 Tercero.- El 26 de diciembre de 2024 se presentó una moción de 

censura contra D. Vicente Mahíques Margarit firmada por los concejales y 
concejalas del PP y AM-SB. Se convocó el pleno de votación de la moción para 

el día 13 de enero de 2025, incluyendo como candidato a la Alcaldía en caso 
de prosperar la moción a D. Vicente José Torregrosa Morales del grupo 
municipal del PP. 

 
 Cuarto.- El 12 de enero de 2025 se presentó escrito por D. Marc 

Bertomeu Prat en calidad de Representante General Suplente de la coalición 
electoral Acuerdo Municipal solicitando que los concejales del grupo AM-SB, 
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D. Dàrius Josep Tortosa i Espanya y Dª.  Immaculada Alberola Montell fueran 
considerados como concejales no adscritos desde la entrada del escrito. 

 
 Quinto.- El 13 de enero de 2025 se celebró el pleno de votación de la 

moción de censura prosperando esta con seis votos a favor de los concejales 
y concejalas del PP y AM-SB y tres en contra de los concejales de EUPV, siendo 
investido alcalde, Don Vicente José Torregrosa Morales del grupo municipal 

del PP. 
 
 Sexto.- El 19 de febrero de 2025 se requirió a D. Marc Bertomeu Prat 
en calidad de Representante General Suplente de la coalición electoral 
Acuerdo Municipal que aportase la siguiente documentación: 

  
 “Por todo lo expuesto y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local -LRBRL- y el artículo 134.4 de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen 
Local de la Comunitat Valenciana, por la presente se le requiere para que aporte 
la siguiente documentación:  
 PRIMERO.- Acreditación de que la persona que ha presentado el escrito 
es el representante general de la coalición electoral que se presentó a las 
elecciones municipales de 2023. 
 SEGUNDO.- Copia de los estatutos o las normas por las que se rige la 
coalición (exigidas por el artículo 44.2 LOREG) 
 TERCERO.- Certificación acreditativa del acuerdo de expulsión o del 
abandono de la coalición por la que presentaron la candidatura a las elecciones 
locales, adjuntando la documentación acreditativa del acuerdo de expulsión de 
dicha coalición o del abandono, por órgano competente y con arreglo al 
procedimiento contradictorio establecido en sus estatutos o en las normas por 
las que se rige la coalición”. 
 
 Séptimo.- Según se indica en el escrito de la autoridad consultante, 
“La notificación no es abierta por el interesado, entendiéndose rechazada 
conforme al art. 41.5 LPACAP, y mediante Resolución de Alcaldía n.º 168 de 4 
de marzo del 2025 se acuerda: 
 

 “PRIMERO. Declarar a Marc Bertomeu i Prat desistido del procedimiento 
iniciado en fecha 12 de enero de 2025 relativo a la solicitud de reordenación de 
los cargos electos en el grupo municipal Som Barxeta- Acuerdo Municipal del 
Ayuntamiento de Barxeta y a la consideración de los electos locales Darius 
Josep Tortosa España e Immaculada Alberola Montell como concejales no 
adscritos de esta corporación, desde el momento de entrada de aquella 
solicitud. 
 SEGUNDO. Declarar concluso el procedimiento y archivar el expediente. 
 TERCERO. Notificar a los interesados la presente Resolución junto con 
los recursos pertinentes”. 
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 Octavo.- El 31 de enero de 2025 se celebró sesión del pleno en la que 

se dio cuenta de los decretos de nombramiento de tenencias de Alcaldía y se 
acordaron la designación de representantes en las entidades y organizaciones 
de las que forma parte el Ajuntament de Barxeta y la asignación de retribución 

por dedicación exclusiva a D. Darius Tortosa España (nombrado primer 
teniente de alcalde). 
 
 Noveno.- Por los concejales de EUPV, D. Vicente Mahiques Margarit y 
D. Esteban Alberola Bernal, se presentó recurso contencioso-administrativo 

contra las resoluciones de Alcaldía y acuerdos municipales (PO 179/2025), 
en los que, respecto de dos concejales de la Corporación, se efectuó el 
nombramiento de tenientes de alcalde, delegaciones de las competencias de 

Alcaldía, designación de representantes en otras entidades públicas, 
dedicación al cargo de concejales y retribución de este cargo. En concreto se 

impugnan las siguientes resoluciones y acuerdos: 
 
 -Decreto Núm. 19/2025, de 21 de febrero. 

 -Decreto Núm. 47/2025, de 28 de febrero. 
 -Acuerdo de Pleno de 31 de enero de 2025, puntos del orden del día 6, 

8, 9, 11, 12, 13, 15, 16 y 17. 
 
 Estos decretos y acuerdos municipales afectarían a dos concejales de la 

Corporación: 
 
 -D. Darius Josep Tortosa España. 

 -Y D.ª Inmaculada Alberola Montell. 
 

 Los citados concejales integran el grupo municipal Som Barxeta-
Acuerdo Municipal. 
 

 Según se indica, “Se impugnan estas resoluciones municipales en el 
entendimiento de que estos dos concejales deben tener la consideración de no 
adscritos al tiempo del dictado de las resoluciones impugnadas, de 
conformidad con el artículo 73.3 de la LBRL; y que ello conllevaría que, con los 
cargos, dedicaciones y retribuciones establecidas en estas resoluciones, se 
estarían atribuyendo a aquellos más derechos económicos y políticos de los que 
les corresponderían si hubieran permanecido en sus grupos de procedencia, en 
contra también de lo establecido en este precepto”. 
 
 Décimo.- El 12 de febrero de 2026 se dictó la Sentencia n.º 66/2026 

por la Sección de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal de Instancia de 
Valencia n.º 5, con las siguientes consideraciones: 

 
 “CUARTO.- Pasando ya al examen del fondo del asunto, en el presente 
caso procede desestimar íntegramente la demanda y el recurso presentados, 
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por no poder considerarse que los Concejales D. Darius Josep Tortosa España 
y Dña. Inmaculada Alberola Montell tengan la condición de no adscritos. 
 En tal sentido, tal condición de no adscritos es contradictoria con actos 
administrativos que aparecen como firmes y consentidos y que no han sido 
impugnados en el presente procedimiento. 
 Así, la parte actora fundamenta toda su argumentación en la 
comunicación remitida por D. Marc Bertomeu i Prat, en su condición de 
representante general suplente de la coalición electoral, en fecha 12 de enero 
de 2025. 
 Sin embargo, tal y como señala el AYUNTAMIENTO DE BARXETA y 
consta en las actuaciones, tal comunicación dio lugar a un expediente que 
finalizó por medio del Decreto número 168, de fecha 4 de marzo de 2025. 
 Tal Decreto es un acto administrativo firme y consentido y que, en todo 
caso, no ha sido impugnado en el presente procedimiento (siendo dudoso, 
además, que pudiera haberlo sido, dada la condición de quien presenta el 
recurso y su posible falta de legitimación para ello). Consta que tal acto no ha 
sido recurrido por D. Marc Bertomeu i Prat ni por ninguna otra persona, por lo 
que, en el momento en que se dicta la presente Sentencia (y, desde luego, en el 
momento en que se dictaron los actos impugnados), no puede entenderse que 
los Concejales D. Darius Josep Tortosa España y Dña. Inmaculada Alberola 
Montell sean no adscritos. 
 Ello es motivo suficiente para desestimar en su integridad la demanda y 
el recurso presentados; en particular porque no puede analizarse, en el 
presente procedimiento, la conformidad a Derecho del Decreto número 168, de 
fecha 4 de marzo de 2025, que es lo que, en último término, pretende la parte 
actora. 
 Con independencia de ello, y a mayor abundamiento, se aprecia que el 
dictado del Decreto número 168, de fecha 4 de marzo de 2025, es conforme a 
Derecho. 
 En tal sentido, consta con toda claridad que D. Marc Bertomeu i Prat no 
era representante general de la coalición electoral, que es lo que exige la norma, 
sino representante general suplente. Por ello, resulta totalmente lógico que se 
le exigiera la acreditación de la condición que exige la norma para entender 
válida la comunicación realizada. 
 Además, tal y como argumenta el AYUNTAMIENTO DE BARXETA, el 
artículo 134.4 de la Ley 8/2010 exige, para tener por no adscrito a un Concejal, 

o bien abandono o acuerdo escrito de expulsión del grupo municipal (que no 
consta ni se ha alegado que exista) o bien abandono o expulsión de la formación 
política que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones. 
 Esta segunda circunstancia, que es la que, al parecer, podría justificar la 
condición de no adscritos de los Concejales de referencia tampoco consta 
acreditada en el escrito presentado por D. Marc Bertomeu i Prat, dado que en 
él se limita a afirmar que “Que es público y notorio el hecho de que los electos 
locales Darius Josep Tortosa y España e Inmaculada Alberola Montell han 
abandonado la disciplina de la coalición electoral por la que se presentó a las 
pasadas elecciones locales y de la que se integró en el grupo municipal, 
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actuando con total individualidad de 'actos'. En el escrito se deduce de ello un 
abandono de la formación política, pero tal abandono debería basarse en actos 
o declaraciones de los Concejales que no se habían producido y, de hecho, estos 
afirmaron expresamente que no se habían abandonado ninguna formación 
política. 
 En consecuencia, ante tales defectos en el escrito presentado por D. Marc 
Bertomeu i Prat (y con independencia de si debía tramitarse o no un 
procedimiento contradictorio más o menos extenso), es evidente que el 
AYUNTAMIENTO DE BARXETA debía, como hizo, requerirle de subsanación y, 
ante la total falta de contestación al requerimiento, tenerle por desistido de su 
petición. 
 Procede, por tanto, desestimar íntegramente la demanda y el recurso 
presentados”. 
 
 Undécimo.- En fecha 3 de marzo del 2026 se presentó escrito de 

renuncia al cargo de alcalde por D. Vicente José Torregrosa Morales, 
celebrándose el pleno de toma de conocimiento de la renuncia el 9 de marzo 

de 2026 y ejerciendo, desde esa fecha, el cargo de alcalde en funciones, D. 
Dàrius Tortosa España. Se convocó el pleno para la elección de nuevo alcalde 
para el 13 de marzo de 2026. 

 
 Duodécimo.- El 12 de marzo de 2026 se presentó escrito por D. Josep 

Ramon Mut i Bosque en calidad de Representante General ante la Junta 
Electoral Central de la coalición electoral Acuerdo Municipal en el que expuso 
lo siguiente: 

 
 “1. La coalición electoral ACUERDO MUNICIPAL en el municipio de 
Barxeta se presentó a las elecciones locales con la denominación de SOM 
Barxeta-Acuerdo Municipal como se puede comprobar en la página 109 del 
documento de constitución de la coalición en el siguiente enlace digital de la 
Junta Electoral Central: 
https://app.juntaelectoralcentral.es/svtjec/descargarFichero?tipo=tipoCoalici
on&codigoCoalicion=33819 
 
 2. El día de la constitución de la corporación las tres personas electas en 
Barxeta por la candidatura de la coalición formaron el grupo municipal Som 
Barxeta-Acord Municipal. El grupo municipal se formó con el Sr. Dàrius Josep 
Tortosa España, la Sra. Inmaculada Alberola Montell y la Sra. Maria Pérez 
Company. Actualmente la Sra. Pérez Company ha sido sustituida por el Sr. José 
Luis Salinas Hernan. 
 3. La coalición tiene como órgano de dirección y coordinación una 
comisión de seguimiento formada por 9 miembros de Esquerra Republicana de 
Catalunya, y un miembros del resto de los diez partidos que forman la coalición 
(Acuerdo Municipal Catalán, Izquierda Unida y Alternativa, Juventudes de 
Esquerra Republicana de Catalunya, Aran Amassa, Projecte Gandia, 
Comunistes de Catalunya, Fem Municipio y Les Franqueses Imagina) que tiene 

https://app.juntaelectoralcentral.es/svtjec/descargarFichero?tipo=tipoCoalicion&codigoCoalicion=33819
https://app.juntaelectoralcentral.es/svtjec/descargarFichero?tipo=tipoCoalicion&codigoCoalicion=33819
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encomendado entre otros la decisión sobre las medidas disciplinarias de los 
cargos públicos que forman parte de la coalición. 
 4. El Sr. Dàrius Josep Tortosa España y la Sra. Inmaculada Alberola 
Montell se han apartado y han actuado contrariamente a la disciplina y línea 
política de la coalición al haber llegado a un pacto con el Partido Popular, 
suscribir una moción de censura contra el Alcalde de Izquierda Unida y facilitar 
un gobierno de ideología y programa opuestos a lo que representa la coalición 
Acuerdo Municipal. Es por ello que la comisión de seguimiento ha decidido 
expulsarles de su condición de representantes municipales al grupo municipal 
de la coalición en el Ayuntamiento de Barxeta. 
 5. Esta decisión de la coalición determina necesariamente que el Sr. 
Dàrius Josep Tortosa España y la Sra. Inmaculada Alberola Montell pasan a 
ostentar la condición de concejal y concejala no adscritos tal y como establece 
el artículo 73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, en relación con el artículo 134. 4 d) de la Ley 8/2010, de 23 de 
junio, de Régimen Local de la Comunidad Valenciana. 
 Por tanto, a tenor de lo dispuesto en la ley la Secretaría Municipal del 
Ayuntamiento debe poner en conocimiento del Pleno esta circunstancia para 
que proceda de oficio en consecuencia y los concejales expulsados pasan a 
tener la condición de no adscritos. 
 6. Esta coalición ha tenido conocimiento de la dimisión del actual Alcalde 
y la convocatoria del pleno para nombramiento del nuevo alcalde para el día 
13 de marzo, condición que no podrá recaer en ninguno de los concejales que 
adquieren la condición de no adscritos. 
 
 Por lo expuesto 
 SOLICITO 
 1. Que se tenga por presentado este escrito con las manifestaciones 
contenidas en el cuerpo central. 
 2. Que se tenga por comunicado por parte del representante general de 
la coalición ACUERDO MUNICIPAL, denominada en el municipio de Barxeta 
Som Barxeta-Acord Municipal, la expulsión del grupo municipal del Sr. Dàrius 
Josep Tortosa España y la Sra. Inmaculada Alberola Montell. 
 3. Que como consecuencia de la comunicación de esta expulsión el Sr. 
Dàrius Josep Tortosa España y la Sra. Inmaculada Alberola Montell 
adquiriesen la condición de no adscritos con las consecuencias legales y 

políticas inherentes a esta condición. 
 4. Que en el momento tenga entrada en el Ayuntamiento este escrito la 
Secretaría Municipal ponga en conocimiento del Pleno esta circunstancia para 
que de oficio se actúe en consecuencia en cumplimiento de las previsiones 
legales”. 
 
 Decimotercero.- Concedido trámite de audiencia a los concejales 

afectados los días 12 y 13 de marzo, estos presentaron escrito en los 
siguientes términos: 
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 “Primero. Que la candidatura presentada a las elecciones municipales de 
2023 bajo la denominación SOM Barxeta - Acuerdo Municipal respondía a una 
coalición electoral de carácter instrumental para la concurrencia a los comicios, 
en la que participaba el colectivo político local Som Barxeta. 
 
 Segundo. Que Somos Barxeta es un colectivo político asambleario e 
independiente, con organización y funcionamiento propios, en cuyo seno se 
toman las decisiones políticas que afectan a sus representantes institucionales. 
 
 Tercero. Que los comparecientes sigamos formando parte del grupo 
municipal Som Barxeta, que es el grupo político que representamos al 
Ayuntamiento de Barxeta, y en ningún momento hemos abandonado la 
disciplina ni la voluntad del colectivo al que pertenecemos. 
 
 Cuarto. Que los comparecientes no formamos parte de ningún órgano de 
dirección de la coalición Acuerdo Municipal, ni tampoco de su comisión de 
seguimiento u órgano equivalente. 
 
 Quinto. Que igualmente no somos militantes ni afiliados de Esquerra 
Republicana ni de ERPV, ni tampoco de ninguna otra formación política 
integrante de la coalición electoral mencionada. 
 
 Sexto. Que la decisión de apoyar la moción de censura contra el anterior 
alcalde, Sr. Vicent Mahíques Margarit, fue adoptada en el seno de las 
asambleas del colectivo Som Barxeta, con el apoyo mayoritario de las personas 
que integraban la candidatura y del colectivo local. 
 
 Séptimo. Que, en consecuencia, no puede considerarse que los 
comparecientes hayan actuado contra la disciplina de su grupo municipal, dado 
que la decisión adoptada responde a la voluntad mayoritaria del colectivo 
político local al que pertenecemos. 
 
 Octavo. Que tampoco puede considerarse que los comparecientes hayan 
adquirido la condición de concejales no adscritos, ya que no hemos 
abandonado el grupo municipal por el que fuimos elegidos, sino que 
continuamos integrados en el mismo grupo municipal Som Barxeta. 

 
 Noveno. Que, además, no existe ninguna disposición en las bases de la 
coalición Acuerdo Municipal ni en las normas internas de Esquerra Republicana 
o ERPV que prohíba la formación de acuerdos o pactos políticos con otras 
formaciones, por lo que el acuerdo político adoptado no puede considerarse 
contrario a ninguna norma conocida. 
 
 Décimo. Que, en cualquier caso, en el supuesto de que se pretendiera 
invocar una supuesta expulsión de una formación política, cabe señalar que no 
se ha seguido el procedimiento establecido en el artículo 3.2.s de la Ley 
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Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos, que exige un 
procedimiento contradictorio con garantías de audiencia previa y motivación de 
la resolución. 
 
 Undécimo. Que, asimismo, hay que recordar que el cargo de concejal 
deriva directamente de la voluntad popular expresada en las elecciones 
municipales, y no puede verse alterado por comunicaciones internas de una 
coalición electoral. 
 
 Duodécimo. Que, por otra parte, la Sentencia núm. 66/2026, de 12 de 
febrero, dictada por el juzgado de lo contencioso administrativo 
correspondiente, desestima el recurso interpuesto contra los acuerdos 
municipales impugnados, considerando que la calificación de concejales no 
adscritos resulta incompatible con actos firmes no Impugnados, lo que refuerza 
la situación jurídica de los comparecientes”. 
 
 Por lo que solicitan que “se tengan por presentadas estas alegaciones 
en el trámite de audiencia conferido en el expediente núm. 165/2025 y, a la 
vista de los hechos y fundamentos expuestos, no se considere que los 
comparecientes hayan adquirido la condición de concejales no adscritos, 
manteniéndose su situación como miembros del grupo municipal Som Barxeta, 
con todos los derechos inherentes a esta condición”. 
 
 Decimocuarto.- El 12 de marzo del 2026, tras la recepción de la 
solicitud anterior, se decidió suspender la celebración del Pleno de elección 

de alcalde. 
 

 Decimoquinto.- El 13 de marzo del 2026 se requirió a D. José Ramón 
Mut i Bosque en calidad de Representante General ante la Junta Electoral 
Central de la coalición electoral ACUERDO MUNICIPAL para que presente la 

siguiente documentación: 
 
 “Por todo lo expuesto y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local -LRBRL- y el artículo 134.4 de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen 
Local de la Comunitat Valenciana, por la presente se le requiere para que aporte 
la siguiente documentación:  
 
 PRIMERO.- Copia de los estatutos o las normas por las que se rige la 
coalición (exigidas por el artículo 44.2 LOREG) 
 
 SEGUNDO.- Documentación que acredite que el acuerdo de expulsión se 
ha adoptado por el órgano competente de la formación política, con arreglo al 
procedimiento establecido, o, como mínimo, con audiencia del interesado. No 
basta con aportar los miembros de la comisión de seguimiento registrados en 
la Junta Electoral Central, se ha de acreditar documentalmente que dicha 
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comisión es la competente para adoptar el acuerdo de expulsión; cuál es la 
norma que le atribuye dicha competencia; que se ha seguido el procedimiento 
establecido para la expulsión; y la norma que determina dicho procedimiento. 
 
 TERCERO.- Si el acuerdo de expulsión fuera susceptible de recurso 
interno en el ámbito de la coalición electoral deberá acreditarse 
documentalmente que dicho acuerdo es firme en el ámbito interno de la 
formación política. 
 
 De acuerdo con el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
(LPACAP), se le concede un plazo de diez días para que remita la documentación 
solicitada, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido 
de su petición de 12/01/2025,  previa resolución que deberá ser dictada en los 
términos previstos en el artículo 21 LPACAP”. 
 
 Decimosexto.-  El 15 de marzo de 2026 se celebró pleno extraordinario 

y urgente para la elección de alcalde, siendo elegido D. Darius Tortosa España 
con seis votos a favor de los concejales y las concejalas del PP y AM-SB y tres 
en contra de los concejales de EUPV. En el mismo pleno se acordó aprobar la 

retribución del alcalde en régimen de dedicación exclusiva. 
 
 Decimoséptimo.- El 31 de marzo del 2026 por D. José Ramón Mut i 
Bosque en calidad de Representante General ante la Junta Electoral Central 
de la coalición electoral Acuerdo Municipal se presentaron las siguientes 

alegaciones: 
 
 “1. La coalición electoral ACUERDO MUNICIPAL en el municipio de 
Barxeta se presentó a las elecciones locales con la denominación de SOM 
Barxeta-Acuerdo Municipal como se puede comprobar en la página 109 del 
documento de constitución de la coalición en el siguiente enlace digital de la 
Junta Electoral Central: 
https://app.juntaelectoralcentral.es/svtjec/descargarFichero?tipo=tipoCoalici
on&codigoCoalicion=33819 
 
 Estas son las normas de constitución en modelo oficial que rigen el 
funcionamiento de la coalición al amparo de lo previsto en el artículo 44.2 de la 
LOREG y son de acceso público a la web de la Junta Electoral Central. 
 
 2. Como se puede comprobar en dicho documento oficial la coalición tiene 
como órgano de dirección y coordinación una comisión de seguimiento formada 
por 9 miembros de Esquerra Republicana de Catalunya, y un miembros del 
resto de los diez partidos que forman la coalición (Acuerdo Municipal Catalán, 
Izquierda Unida y Alternativa, Juventudes de Esquerra Republicana de 
Catalunya,  Aran Amassa, Proyecto Gandia, Comunistes de Catalunya, Fem 
Municipio y Les Franqueses Imagina) que tiene encomendado entre otros la 

https://app.juntaelectoralcentral.es/svtjec/descargarFichero


 11 

decisión sobre las medidas disciplinarias de los cargos públicos que forman 
parte de la coalición.  
 
 Como se puede comprobar el partido al que dicen pertenecer el Sr. Tortosa 
 España y la Sra. Alberola Montell no forma parte de la coalición por lo 
que su expulsión como representantes de la coalición compete únicamente al 
órgano de dirección y coordinación de la coalición. 
 
 3. El documento que acredita la expulsión de la coalición es el escrito que 
presenté como representante general de la coalición el 12 de marzo de 2026 en 
el Ayuntamiento de Barxeta con número de registro 2026-E-RE-280. 
 
 4. Esta decisión de la coalición determina necesariamente que el Sr. 
Dàrius Josep Tortosa España y la Sra. Inmaculada Alberola Montell pasan a 
ostentar la condición de concejal y concejala no adscritos tal y como establece 
el artículo 73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril. Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, en relación con el artículo 134. 4 d) de la Ley 8/2010, de 23 de 
junio, de Régimen Local de la Comunidad Valenciana que dice literalmente: 
 
 d) Haber abandonado o haber sido expulsados de la formación política 
que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones. Esta 
circunstancia será comunicada por el representante general de la formación 
política, la coalición o la agrupación de electores correspondiente al secretario 
municipal, quien lo pondrá en conocimiento del Pleno de la corporación, para 
que de oficio proceda en consecuencia. 
 Por tanto, a tenor de lo dispuesto en la ley, la Secretaría Municipal del 
Ayuntamiento tenía que haber puesto en conocimiento del Pleno esta 
circunstancia para que procediera de oficio en consecuencia y los concejales 
expulsados pasaron a tener la condición de no adscritos. 
 
 5. La tutela de las decisiones sancionadoras de las formaciones políticas 
depende de los tribunales de la jurisdicción civil, no de la secretaría del 
Ayuntamiento ni de la creatividad normativa, de ampararse -en contra de las 
previsiones legales concretas y literales- en un dictamen no vinculante del 
Consejo Jurídico Consultivo sin relación con el ayuntamiento de Barxeta. No 
compete a los ayuntamientos y sus secretarías realizar las funciones de los 

tribunales de justicia. 
 
 6. Respecto a la aplicación del artículo 3.2 s) de la LO 6/2002 que 
reclaman en sus alegaciones los concejales expulsados, este artículo está 
referido a los partidos políticos en particular no incluyendo las coaliciones”. 
 
  Expuesto lo anterior solicitaron que “se tenga por presentado este 
escrito con las alegaciones en él contenidas y por contestado el requerimiento 
de la Secretaría del Ayuntamiento de Barxeta de fecha 13 de marzo de 2026, 
dando curso a la petición efectuada por la coalición que represente el 12 de 
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marzo de 2026 al Ayuntamiento de Barxeta mediante escrito con número de 
registro 2026-E-RE-280”. 
 
 Decimooctavo.- Teniendo en cuenta los antecedentes citados, se 

solicita a esta Institución consulta acerca de las siguientes cuestiones: 
 
 “1.- ¿Son suficientes los datos y documentos aportados en la ley por 
Josep Ramon Mut i Bosque para entender cumplido el trámite de expulsión de 
la coalición de los concejales D. Darius Tortosa España e Immaculada Alberola 
Montell? 
 Teniendo en cuenta que la sentencia n.º 66/2026 ya ha establecido que 
“(...) Además, tal y como argumenta el AYUNTAMIENTO DE BARXETA, el 
artículo 134.4 de la Ley 8/2010 exige, para tener por no adscrito a un Concejal, 
o bien abandono o acuerdo escrito de expulsión del grupo municipal (que no 
consta ni se ha alegado que exista) o bien abandono o expulsión de la formación 
política que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones. 
(...). En el escrito se deduce de ello un abandono de la formación política, pero 
tal abandono debería basarse en actos o declaraciones de los Concejales que 
no se habían producido y, de hecho, estos afirmaron expresamente que no se 
habían abandonado ninguna formación política”. 
 Si no lo son, ¿debe desestimarse su solicitud y, en consecuencia, no 
trasladar al pleno la toma de conocimiento de su consideración de no adscritos? 
 
 2.- Si lo son y el pleno debe considerar no adscritos a los afectados, ¿en 
qué caso quedarían D. Darius Tortosa e Inmaculada Alberola (designada 
segunda teniente de alcalde) por aplicación de lo dispuesto en el artículo 73.3 
LRBRL y 134.4 LRLCV? ¿Podrían seguir siendo Alcalde y recibiendo retribución 
por la exclusiva y Teniente de Alcalde respectivamente?. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES 

 

Primera.- Carácter del dictamen. 
 
La petición de dictamen tiene carácter facultativo, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 9 de la Ley 10/1994, de Creación de esta 
Institución. 

 
Segunda.- Planteamiento de la cuestión sometida a dictamen. 
 

Como consta en antecedentes, la consulta formulada trae causa de la 
comunicación efectuada por D. Josep Ramon Mut i Bosque, en su condición 

de representante general de la coalición electoral Acord Municipal, mediante 
la que se pone en conocimiento del Ayuntamiento de Barxeta la expulsión de 
los concejales D. Dàrius Tortosa España y D.ª Immaculada Alberola Montell 
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de dicha coalición electoral, solicitando que, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 134.4.d) de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de la 

Comunitat Valenciana, se les atribuya la condición de miembros no adscritos 
de la Corporación. 

 
La cuestión planteada exige determinar, en primer lugar, si la 

documentación aportada por el representante de la coalición resulta 

suficiente para entender acreditada la expulsión de los citados concejales de 
la formación política que presentó la candidatura por la que concurrieron a 

las elecciones municipales de 2023 y, en consecuencia, para considerar 
concurrente el supuesto previsto en el artículo 134.4.d) de la Ley 8/2010. 

 

A tal efecto, resulta necesario analizar la naturaleza jurídica de la 
candidatura denominada «Som Barxeta-Acord Municipal», la posición que 
ocupa en ella la coalición electoral Acord Municipal, el alcance de las 

facultades de ésta para adoptar acuerdos de expulsión respecto de los cargos 
electos integrados en dicha candidatura y, finalmente, la suficiencia de los 

documentos aportados para acreditar la concurrencia de los presupuestos 
legalmente exigidos para la adquisición de la condición de concejal no 
adscrito. 

 
De manera subsidiaria, para el caso de que se entendiera válidamente 

acreditada la expulsión y procediera la atribución de la condición de 
miembros no adscritos a los concejales afectados, deberá examinarse el 
alcance de las limitaciones previstas en el artículo 73.3 de la Ley 7/1985, de 

2 de abril, LRBRL, y en el artículo 134 de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de 
Régimen Local de la Comunitat Valenciana, LRLCV, en relación con el 
desempeño de los cargos corporativos que actualmente ostentan y con el 

régimen de dedicaciones y retribuciones asociado a los mismos. 
 

Tercera.- Naturaleza jurídica de “Som Barxeta-Acord Municipal” y su 

alcance en relación con los concejales integrados en “Som Barxeta”. 

Con carácter previo al examen de las cuestiones formuladas a este 
Órgano consultivo, resulta necesario determinar cuál es la naturaleza jurídica 
de la candidatura denominada “Som Barxeta-Acord Municipal”, pues de dicha 

delimitación depende la aplicación del artículo 73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), y del artículo 134.4 
de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de la Comunitat 

Valenciana (LRLV). 
 

Así, las cuestiones plateadas no pueden resolverse únicamente a partir 
de la afirmación de que determinados concejales han sido “expulsados” de 
una coalición electoral denominada “Acord-Municipal”, pues, antes debe 

determinarse cuál fue la formación política que presentó la candidatura, qué 
relación existía entre la coalición electoral Acord Municipal y el colectivo local 
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Som Barxeta, y si la eventual decisión comunicada al ayuntamiento por el 
representante general de la coalición puede producir los efectos jurídicos 

propios de la expulsión de la formación política por la que concurrieron los 
electos (D. Darius Tortosa y Dª Inmaculada Alberola) a las elecciones 

municipales. 
 
Del expediente resulta, en primer lugar, que el Ajuntament de Barxeta 

quedó integrado, tras las elecciones municipales de 2023, por tres grupos 
políticos con tres concejales cada uno: Esquerra Unida del País Valencià, 

Partido Popular y la candidatura identificada en el expediente como “la 
coalición electoral Acord Municipal-Som Barxeta (AM-SB)”. Asimismo, en el 
escrito presentado el 12 de marzo de 2026 por D. Josep Ramon Mut i Bosque, 

en calidad de representante general ante la Junta Electoral Central de la 
coalición electoral Acord Municipal, se indica que “la coalición electoral 
ACUERDO MUNICIPAL en el municipio de Barxeta se presentó a las elecciones 
locales con la denominación de SOM Barxeta-Acuerdo Municipal”. 

 
El documento oficial de constitución de la coalición aportado al 

expediente confirma la existencia formal de la coalición electoral Acuerdo 

Municipal para las elecciones municipales de 2023. Dicho documento aparece 
encabezado como “MODELO OFICIAL DE ESCRITO DE CONSTITUCIÓN DE 

UNA COALICIÓN ELECTORAL POR PARTIDOS POLÍTICOS O 
FEDERACIONES DE PARTIDOS” y, bajo el epígrafe correspondiente, recoge la 
expresión “CONSTITUCIÓN DE COALICIÓN ELECTORAL” (Barcelona, 12 de 

abril de 2023). Por tanto, desde el punto de vista electoral, Acuerdo Municipal 
era una coalición electoral constituida al amparo de la legislación electoral. 

 

Ahora bien, la existencia de dicha coalición electoral no resulta 
suficiente a los efectos de las cuestiones objeto de dictamen. El propio 

documento de constitución permite apreciar que Acord Municipal se configuró 
como una coalición de partidos políticos concretos, no como una coalición 
integrada por todas las plataformas o candidaturas locales que 

posteriormente utilizaron la fórmula “Acord Municipal” en sus respectivas 
denominaciones municipales. En el documento figuran como representantes 
de partidos integrantes, representantes de “Esquerra Republicana de 

Catalunya”, “Acord municipal Catalá”, “Esquerra Unida i Alternativa”, 
“Joventut d’Esquerra republicana”, “Aran Amassa”, “Ara Eivissa”, “Projecte 

Gandia”, “Comunistes de Catalunya”, “Les Franqueses imagina” y “Fem 
municipi”. 

 

También se recoge en el documento la existencia de un órgano interno 
de dirección y coordinación. En concreto, bajo el apartado “Órganos de 

dirección y coordinación”, se indica que “Se crea la Comisión de Seguimiento, 
comisión integrada por: 9 miembros de Esquerra Republicana de Catalunya; 1 
miembro de Acord Municipal Català; 1 miembro de Esquerra Unida i 
Alternativa; 1 miembro de Joventuts d’Esquerra Republicana de Catalunya; 1 
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miembro de Aran Amassa; 1 miembro de Projecte Gandia; 1 miembro de 
Comunistes de Catalunya; 1 miembro de Fem Municipi; 1 miembro de Les 
Franqueses Imagina”. Esta previsión acredita la existencia de una Comisión 
de Seguimiento de la Coalición, pero no permite, por sí sola, calificar 

automáticamente a todos los integrantes de las candidaturas locales como 
miembros orgánicos o afiliados de los partidos que constituyeron formalmente 
la expresada Coalición. 

 
Debe tenerse en cuenta que el documento de constitución distingue 

entre la coalición electoral como tal y las concretas denominaciones que 
podían utilizarse en las distintas candidaturas municipales. Así, en la 
cláusula primera de las “Otras cláusulas” se establece, en relación con la 

“denominación común”, que “De acuerdo con las resoluciones de la Junta 
Electoral Central la coalición adoptará como denominación común de todas las 
candidaturas, constando en todo caso el nombre ACORD MUNICIPAL en 
cualquiera de las lenguas oficiales, las siglas de la misma, AM, y el símbolo de 
la coalición, que se incorpora en este escrito de constitución”.  

 
El citado documento de constitución añade, en la cláusula segunda, en 

relación con la “denominación específica”, que “De acuerdo con las 
resoluciones de la Junta electoral Central la coalición podrá adoptar 
denominaciones específicas y símbolos que lo identifiquen más estrechamente 
con los grupos que cada circunscripción le ha dado origen”.  

 

Las previsiones anteriores ponen de manifiesto que Acord Municipal 
operaba como denominación común o paraguas electoral de candidaturas 

locales diversas, las cuales podían incorporar, junto a la referencia común a 
Acord Municipal, denominaciones específicas propias. En particular, de la 
citada cláusula segunda se desprende que la coalición permitía la utilización 

de denominaciones específicas en el ámbito local para identificar 
candidaturas vinculadas a realidades políticas municipales concretas; por ello 
la candidatura del municipio de Barxeta no aparece identificada simplemente 

como Acord Municipal, sino como “Som Barxeta-Acord Municipal”. 
 

En línea con lo anterior, en el escrito del representante de la propia 
coalición Acord Municipal, de 12 de marzo de 2026, se afirma que, en Barxeta, 
la coalición electoral Acord Municipal “se presentó a las elecciones locales con 
la denominación de SOM Barxeta-Acuerdo Municipal”. Igualmente, señala que 
“el día de la constitución de la corporación las tres personas electas en Barxeta 
por la candidatura de la coalición formaron el grupo municipal Som Barxeta-
Acord Municipal”. De tales afirmaciones se desprende que la expresión “Som 
Barxeta-Acord Municipal” funcionó, en el ámbito municipal de Barxeta, como 
denominación electoral de la candidatura y, posteriormente, como 

denominación del grupo municipal constituido por los electos de dicha lista. 
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Ahora bien, de la documentación incorporada al expediente no resulta 
que Som Barxeta fuera uno de los partidos políticos firmantes de la coalición 

electoral Acord Municipal. En las alegaciones presentadas el 31 de marzo de 
2026 por el representante general de la citada coalición se indica que “Como 
se puede comprobar el partido al que dicen pertenecer el Sr. Tortosa España y 
la Sra. Alberola Montell no forma parte de la coalición por lo que su expulsión 
como representantes de la coalición compete únicamente al órgano de dirección 
y coordinación de la coalición”. La coalición reconoce que el colectivo al que 
los concejales dicen pertenecer no formaba parte de la coalición electoral 

formalmente constituida en Barcelona el 2 de abril de 2023. 
 
Por su parte, los concejales afectados, en el trámite de audiencia, 

sostienen que “la candidatura presentada a las elecciones municipales de 
2023 bajo la denominación SOM Barxeta - Acuerdo Municipal respondía a una 
coalición electoral de carácter instrumental para la concurrencia a los comicios, 
en la que participaba el colectivo político local Som Barxeta”. Añaden que 

“Somos Barxeta es un colectivo político asambleario e independiente, con 
organización y funcionamiento propios, en cuyo seno se toman las decisiones 
políticas que afectan a sus representantes institucionales”. Asimismo, 

manifiestan que “los comparecientes sigamos formando parte del grupo 
municipal Som Barxeta, que es el grupo político que representamos al 
Ayuntamiento de Barxeta, y en ningún momento hemos abandonado la 
disciplina ni la voluntad del colectivo al que pertenecemos”. 

 
A la vista de estas alegaciones y de la documentación electoral aportada, 

debe diferenciarse entre tres planos distintos que no necesariamente 

coincidentes. Por un lado, el de la coalición electoral formalmente constituida 
ante la Junta Electoral Central. En este plano, “Acord Municipal” aparece 
como una coalición electoral integrada por determinados partidos políticos y 

dotada de una denominación común, unas siglas, un símbolo y una Comisión 
de Seguimiento. 

 
Por otro lado, el de la candidatura concreta presentada en Barxeta. En 

este plano, la denominación utilizada no fue únicamente Acord Municipal, 

sino “Som Barxeta-Acord Municipal”, expresión que incorpora una identidad 
local propia junto a la denominación común de la coalición. La propia 

coalición reconoce, como se ha dicho, que en Barxeta concurrió “con la 
denominación de SOM Barxeta-Acuerdo Municipal”. 

 
Por último, el grupo municipal constituido tras las elecciones. En este 

plano, del expediente resulta que las personas electas por dicha candidatura 

formaron el grupo municipal “Som Barxeta-Acord Municipal”. De este modo, 
la condición de concejal no adscrito puede venir determinada no sólo por la 

expulsión o abandono de la formación política que presentó la candidatura, 
sino también por el abandono o expulsión del grupo municipal en los términos 
previstos en la legislación local. 
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En definitiva, “Som Barxeta-Acord Municipal” fue la denominación de 
una candidatura municipal presentada bajo la cobertura jurídica de la 

coalición electoral Acord Municipal, pero con una identidad local específica 
vinculada a Som Barxeta.  

 
Cuarta.- La competencia de la coalición electoral Acord Municipal 

para acordar la expulsión de concejales y las exigencias procedimentales 

para su eficacia. 
 

Tras la referencia a la candidatura Som Barxeta-Acord Municipal, 
procede examinar el alcance de las facultades de la coalición electoral Acord 
Municipal en materia disciplinaria y, en particular, los requisitos que deben 

concurrir para que una eventual expulsión pueda producir los efectos 
previstos en el artículo 134.4.d) de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen 

Local de la Comunitat Valenciana (LRLCV). 
 
Debe recordarse, con carácter previo, que las coaliciones electorales 

constituyen una modalidad específica de concurrencia electoral prevista en el 
artículo 44 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 
General (LOREG). En particular, el artículo 44.2 LOREG exige que, en el 

momento de comunicar la constitución de la coalición a la Junta Electoral 
competente, se haga constar, entre otros extremos, “las normas por las que se 
rige”. Esta previsión es de especial importancia pues cuando una coalición 
pretende fundamentar una decisión de expulsión susceptible de producir los 

efectos previstos en el artículo 134.4.d) de la Ley 8/2010, resulta necesario 
identificar las normas internas que regulan su organización, la atribución de 
competencias a sus órganos y, en su caso, el procedimiento disciplinario 

aplicable a los cargos públicos integrados en la candidatura presentada por 
la coalición. 

 

A este respecto, procede traer a colación el Dictamen 311/2013 del 
Consell Jurídic Consultiu, emitido en relación con un supuesto en el que una 

concejala había sido expulsada de una formación integrada en una coalición 
electoral y se discutía si dicha circunstancia determinaba automáticamente 
la adquisición de la condición de concejal no adscrito. En dicho Dictamen el 

Consell parte de la premisa de que, cuando la candidatura ha sido presentada 
por una coalición electoral constituida conforme al artículo 44 de la Ley 

Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, es dicha 
coalición la que debe ser considerada, a estos efectos, la “formación política 
que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones”. Así, se 

afirma que “puesto que la concejala pertenece a la candidatura presentada por 
la Coalición Centro Liberal Renovador-Claro, debe corresponder a dicha 
coalición la decisión última de la expulsión de la citada concejala”.  

 
Ahora bien, en el mismo Dictamen se rechaza que la mera existencia de 

una comunicación remitida por la coalición sea suficiente para producir 
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automáticamente las consecuencias previstas en el artículo 134.4.d) de la 
LRLCV. Se exige que quede acreditado que la decisión de expulsión ha sido 

adoptada por el órgano estatutariamente competente de la coalición y 
conforme al procedimiento previsto en sus normas internas. En este sentido, 

se concluye en el Dictamen que la Corporación Local debe comprobar “que 
dicho Acuerdo ha sido adoptado por el órgano competente, a través del 
procedimiento establecido”, sin que resulte bastante la simple comunicación 

de una decisión cuya regularidad formal no haya sido acreditada.  
 

Asimismo, el Consell destaca que la verificación de tales extremos 
adquiere una especial relevancia por las consecuencias que la expulsión 
produce sobre el estatuto representativo del cargo electo. Por ello considera 

necesario que se acredite, al menos, que el acuerdo ha sido adoptado “con 
audiencia de la interesada”, añadiendo que, cuando el ordenamiento interno 

de la formación política o de la coalición contemple mecanismos de 
impugnación, deberá acreditarse igualmente que la decisión ha adquirido 

firmeza en el ámbito interno correspondiente.  
 
De este modo, se distingue entre la potestad de autoorganización de las 

formaciones políticas y la eficacia externa de las decisiones adoptadas en su 
seno. La primera impide a la Administración Local revisar las razones políticas 

o sustantivas que hayan conducido a la expulsión; la segunda exige, sin 
embargo, que la Corporación pueda verificar la concurrencia de los 
presupuestos formales indispensables para que dicha expulsión despliegue 

los efectos jurídicos previstos en el artículo 134.4.d) de la LRLCV. No basta, 
por tanto, con acreditar la existencia de una decisión de expulsión, pues 
resulta necesario acreditar la competencia del órgano que la adopta, la 

observancia del procedimiento establecido, el respeto de las garantías 
mínimas de audiencia y contradicción y, en su caso, la firmeza interna del 

acuerdo. 
 
En la misma línea, en el Dictamen 540/2021 este Órgano consultivo 

mantuvo que “La Corporación Local debe respetar la autonomía de 
organización de los Partidos Políticos, por lo que no puede entrar en el examen 
de la legalidad sustantiva del acuerdo adoptado por un partido político o 
coalición política acerca de la expulsión del concejal”. Y reiteró, con cita del 
anterior Dictamen 311/2013, que la entidad local “(…) “tampoco deberá 
limitarse a comprobar únicamente que quien remite dicha comunicación del 
acuerdo de expulsión es efectivamente el representante del Partido Político,… 
(artículo 134.4,d) de la LRLV), sino que deberá comprobar, además, que el 
Acuerdo ha sido adoptado por el órgano competente, a través del procedimiento 
establecido, pero sin entrar –como se ha indicado- en el examen de la legalidad 
sustantiva del acuerdo de expulsión. Adviértase que tratándose de partidos 
políticos el artículo 6 de la Ley Orgánica 6/2002 (trasladable a las coaliciones 
de Partidos Políticos) exige en su artículo 8.3 que la expulsión y el resto de 
medidas sancionadoras que impliquen privación de derechos a los afiliados 
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sólo podrán imponerse mediante procedimientos contradictorios, en los que se 
garantice a los afectados el derecho a ser informados de los hechos que den 
lugar a tales medidas, el derecho a ser oídos con carácter previo a la adopción 
de las mismas, el derecho a que el acuerdo que imponga una sanción sea 
motivado, y el derecho a formular, en su caso, recurso interno”.   
 
 En esta línea son significativas las Sentencias del Tribunal Supremo, 

de 2 de marzo de 1982 y de 28 de diciembre de 1984, ambas de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo. Esta última recoge el Considerando sexto de la 

Sentencia de instancia, en el que se decía que “(....) teniendo en cuenta la 
doctrina sentada en la sentencia ya citada del Tribunal Supremo de 2 de marzo 
de 1982 según la cual ante la comunicación de un partido político a una 
Corporación local dando cuenta de la pérdida de la condición de miembro del 
mismo de una persona que ostenta un cargo electivo municipal, el órgano 
plenario de la Corporación está obligado a calificar o examinar si se dan los 
requisitos esenciales (formalidades extrínsecas) que aparentemente legitiman 
la decisión de baja, pues al menos deben quedar acreditados que ésta fue 
adoptada por el órgano competente, a través del procedimiento establecido y 
mediante decisión motivada...”. 
 
 Tales Sentencias evidencian, por tanto, el alcance de la competencia de 
la Entidad Local respecto de los acuerdos de expulsión de miembros por parte 

de los Partidos Políticos o coaliciones. Y ello, dada la trascendencia que para 
el funcionamiento de la entidad local y de los órganos municipales tienen tales 

acuerdos, que afectan a los derechos de un miembro del ente local y a la 
organización de éste. 

 

Partiendo de lo expuesto, se analizan las cuestiones sometidas a 
dictamen en las consideraciones siguientes. 

 

Quinta.- La primera de las cuestiones sometida a dictamen es la 
siguiente: 

 
“1.- ¿Son suficientes los datos y documentos aportados en la ley por Josep 

Ramon Mut i Bosque para entender cumplido el trámite de expulsión de la coalición de 
los concejales D. Darius Tortosa España e Immaculada Alberola Montell? 

 Teniendo en cuenta que la sentencia n.º 66/2026 ya ha establecido que 
“(...) Además, tal y como argumenta el AYUNTAMIENTO DE BARXETA, el 
artículo 134.4 de la Ley 8/2010 exige, para tener por no adscrito a un Concejal, 
o bien abandono o acuerdo escrito de expulsión del grupo municipal (que no 
consta ni se ha alegado que exista) o bien abandono o expulsión de la formación 
política que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones. 
(...). En el escrito se deduce de ello un abandono de la formación política, pero 
tal abandono debería basarse en actos o declaraciones de los Concejales que 
no se habían producido y, de hecho, estos afirmaron expresamente que no se 
habían abandonado ninguna formación política”. 
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 Si no lo son, ¿debe desestimarse su solicitud y en consecuencia, no 
trasladar al pleno la toma de conocimiento de su consideración de no adscritos? 
 

1. Una vez analizada la candidatura “Som Barxeta-Acord Municipal” y 

el alcance de la potestad de las coaliciones para la expulsión de sus miembros, 
procede examinar si los documentos aportados por D. Josep Ramon Mut i 
Bosque, en calidad de representante general de la coalición electoral Acord 

Municipal, permiten considerar acreditada la expulsión de los concejales D. 
Dàrius Tortosa España y D.ª Immaculada Alberola Montell y, como 

consecuencia de ello, entender producida la situación de concejales no 
adscritos prevista en el artículo 134.4.d) de la Ley 8/2010, LRLV. 
 

 La cuestión debe examinarse a partir, por tanto, del régimen jurídico 
establecido por el artículo 73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, LRBRL, y por 
el artículo 134.4 de la Ley 8/2010. 

 
 El artículo 73.3 LRBRL dispone que tendrán la consideración de 

miembros no adscritos los representantes locales que no se integren en el 
grupo político constituido por la formación electoral por la que fueron elegidos 
o que abandonen dicho grupo. Por su parte, el artículo 134.4.d) de la Ley 

8/2010 establece que adquirirán la condición de miembros no adscritos 
quienes hayan “abandonado o hayan sido expulsados de la formación política 
que presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones”, 
añadiendo que “esta circunstancia será comunicada por el representante 
general de la formación política, la coalición o la agrupación de electores 
correspondiente al secretario municipal, quien lo pondrá en conocimiento del 
Pleno de la corporación, para que de oficio proceda en consecuencia”. 

 
 El tenor de este último precepto pone de manifiesto que la 

comunicación del representante general constituye un presupuesto necesario 
para que pueda iniciarse la actuación municipal correspondiente, pero no 
permite concluir que cualquier comunicación produzca automáticamente el 

efecto jurídico pretendido por quien la formula. La norma exige que concurra 
realmente la circunstancia jurídica descrita por el legislador, es decir, el 
abandono o la expulsión de la formación política que presentó la candidatura. 

 
 En consecuencia, la mera afirmación, como se ha expuesto 

anteriormente, de que se ha producido una expulsión no puede identificarse 
sin más con la efectiva existencia de dicha expulsión. En esta línea se expresa, 
en este caso concreto, la Sentencia n.º 66/2026 incorporada al expediente, 

cuando afirma que el artículo 134.4 de la Ley 8/2010 exige “o bien abandono 
o acuerdo escrito de expulsión del grupo municipal (...) o bien abandono o 
expulsión de la formación política que presentó la candidatura por la que 
concurrieron a las elecciones” y añade que el abandono “debería basarse en 
actos o declaraciones de los Concejales que no se habían producido y, de hecho, 
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estos afirmaron expresamente que no se habían abandonado ninguna 
formación política”. 
  
 Este pronunciamiento judicial posee especial relevancia porque 

delimita, en los términos expuestos, el objeto de la acreditación exigible. Así, 
no basta la mera manifestación unilateral del representante de una formación 
política, sino que debe acreditarse la efectiva concurrencia del presupuesto 

legal determinante de la pérdida de adscripción. 
 

 Por ello, la entidad local debe comprobar que la comunicación de 
expulsión de la formación política que presentó la candidatura se efectúa, 
como exige el citado artículo 134.4. c) y d) de la LRLCV por el representante 

del Partido Político o, en este caso, de la coalición, solicitando, además, la 
documentación que acredite que el acuerdo se ha adoptado por el órgano 

competente de la formación política, con arreglo al procedimiento establecido, 
o, como mínimo, con audiencia al interesado, y ello con la finalidad de remitir 
dicha documentación a conocimiento del Pleno de la Corporación Local para 

que, con pleno conocimiento de los hechos, proceda o no a la “toma en 
consideración” del concejal como concejal no adscrito y a adoptar las 
decisiones subsiguientes oportunas. 

 
 Expuesto lo anterior, examinada la documentación aportada por el 

representante general de la coalición Acord Municipal, se observa que dicha 
documentación se integra por lo siguiente: 
 

 a) La identificación de la coalición electoral Acord Municipal y de su 
representante general. 

 b) La referencia a la existencia de una Comisión de Seguimiento como 
órgano de dirección y coordinación de la coalición. 
 c) La afirmación de que dicha Comisión ha decidido expulsar a los 

concejales afectados por haber actuado en contra de la línea política de la 
coalición. 
 

 De la documentación remitida no es posible comprobar si está 
acreditada la expulsión invocada. Así, no consta aportado acuerdo formal 

alguno de expulsión adoptado por el órgano competente. El representante 
general afirma que “la comisión de seguimiento ha decidido expulsarles de su 
condición de representantes municipales al grupo municipal de la coalición en 
el Ayuntamiento de Barxeta”, pero no acompaña certificación del acuerdo 
adoptado, acta de la sesión correspondiente, identificación de los miembros 

asistentes, resultado de la votación ni documentación acreditativa de la 
efectiva adopción del acuerdo. Tampoco se acredita la competencia material 
de dicho órgano para adoptar una decisión de esta naturaleza. 

 
 El documento de constitución de la coalición acredita la existencia de 

una Comisión de Seguimiento y su composición. No obstante, la 
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documentación incorporada al expediente no contiene previsión normativa 
alguna que atribuya expresamente a dicha Comisión la potestad de expulsar 

cargos públicos electos ni regula el procedimiento para ello. Procede recordar 
que la propia Secretaría municipal requirió expresamente la aportación de “la 
documentación que acredite que el acuerdo de expulsión se ha adoptado por el 
órgano competente de la formación política, con arreglo al procedimiento 
establecido” así como la acreditación de “la norma que le atribuye dicha 
competencia” y “la norma que determina dicho procedimiento”. 
 

 La respuesta posterior del representante general no cumple con tales 
requerimientos, pues se limita a reiterar la existencia de la Comisión de 

Seguimiento y la decisión adoptada por ésta, sin aportar la regulación interna 
de la que resultaría su competencia disciplinaria. 
 

 Además, no consta acreditado que la decisión hubiera sido adoptada 
mediante un procedimiento contradictorio con audiencia de los interesados. 

Aunque el representante general sostiene que el artículo 3.2.s) de la Ley 
Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos, resulta aplicable 
únicamente a los partidos políticos y no a las coaliciones electorales, dicha 

afirmación no excluye la necesidad de respetar las garantías mínimas 
inherentes a cualquier procedimiento que pretenda producir efectos jurídicos 
desfavorables sobre la posición representativa de cargos públicos electos. 

Debe recordarse que el artículo 3.2.s) de la Ley Orgánica de Partidos Políticos 
exige que los estatutos partidarios incluyan procedimientos disciplinarios con 

audiencia del interesado y resolución motivada. Aunque formalmente dicho 
precepto se refiere a partidos políticos, constituye una manifestación 
legislativa de principios generales de audiencia, contradicción y proscripción 

de la indefensión inherentes al derecho de asociación reconocido por el 
artículo 22 CE. 
 

 A ello debe añadirse que una parte de la fundamentación alegada por 
el representante general de la coalición Acord Municipal se apoya en 

documentación y alegaciones que ya fueron objeto de examen en la Sentencia 
n.º 66/2026. Ciertamente, dicha resolución judicial no impide la formulación 
de una nueva solicitud al amparo del artículo 134.4.d) de la LRLCV. Ahora 

bien, el órgano judicial ya identificó determinadas insuficiencias acreditativas 
relativas a la concurrencia de los presupuestos exigidos por dicho precepto. 

Por tanto, para desvirtuar la valoración efectuada en la referida resolución 
judicial resultaría necesario aportar elementos adicionales que permitieran 
tener por acreditados aquellos extremos cuya falta fue expresamente puesta 

de manifiesto por el órgano judicial. La mera reiteración o remisión a 
documentación ya examinada judicialmente, sin una acreditación 
complementaria suficiente, no puede considerarse bastante para entender 

subsanadas las deficiencias advertidas en la citada sentencia. 
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 En definitiva, en el presente expediente no consta la apertura de 
expediente alguno, ni trámite de audiencia previo, ni propuesta de resolución, 

ni resolución motivada de expulsión notificada a los afectados. Tampoco se 
acredita la firmeza interna de la supuesta decisión de expulsión. Así, la 

Secretaría municipal requirió expresamente que “si el acuerdo de expulsión 
fuera susceptible de recurso interno en el ámbito de la coalición electoral”, se 

acreditara documentalmente que dicho acuerdo era firme. Ninguna 
documentación ha sido aportada a este respecto. 
 

 2. Por otro lado, como se ha expuesto en la consideración tercera, la 
documentación electoral incorporada al expediente pone de manifiesto que la 
candidatura concurrió a las elecciones municipales bajo la denominación 

«Som Barxeta-Acord Municipal», mientras que los concejales afectados 
afirman continuar integrados en el colectivo político Som Barxeta y no haber 

abandonado en ningún momento dicha organización. En sus escritos de 12 y 
13 de marzo de 2026 manifiestan, asimismo, que no forman parte de los 
órganos de dirección de la coalición, que no integran su Comisión de 

Seguimiento y que no ostentan la condición de afiliados o militantes de 
ninguno de los partidos que la constituyen. Por su parte, el representante 

general de la coalición señala expresamente que «el partido al que dicen 
pertenecer el Sr. Tortosa España y la Sra. Alberola Montell no forma parte de 
la coalición». 

 
 Tales circunstancias no excluyen por sí solas la eventual existencia de 
facultades de dirección o disciplina interna de la coalición respecto de los 

cargos electos integrados en una candidatura presentada bajo su cobertura 
electoral. Sin embargo, sí refuerzan la necesidad de acreditar cuál es el 

fundamento normativo de la competencia ejercida, el alcance subjetivo de la 
potestad disciplinaria invocada y la efectiva sujeción de los concejales 
afectados al régimen interno cuya infracción se les imputa. En consecuencia, 

la ausencia en el expediente de las normas internas de la coalición que 
atribuyan dicha competencia, así como de la documentación acreditativa del 

procedimiento seguido, adquiere una especial relevancia a la hora de valorar 
la suficiencia de la expulsión comunicada a los efectos del artículo 134.4.d) 
de la LRLCV. 

 
En consecuencia, este Órgano consultivo considera que los documentos 

aportados por D. Josep Ramon Mut i Bosque no permiten tener por 

suficientemente acreditada la concurrencia del supuesto previsto en el 
artículo 134.4.d) de LRLCV. No consta acreditado, como se ha dicho, de 

manera suficiente: la existencia de un acuerdo formal de expulsión; la 
competencia del órgano que supuestamente lo adopta; el procedimiento 
seguido para su adopción; la audiencia de los interesados; la firmeza de la 

decisión; ni el fundamento normativo que permita determinar el alcance 
subjetivo de la potestad disciplinaria ejercida respecto de los concejales 

afectados. 
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De cuanto antecede se desprende que la solicitud formulada por el 
representante general de la coalición Acord Municipal debería ser 

desestimada, al no resultar suficientemente acreditada, como se ha dicho, la 
concurrencia del supuesto previsto en el artículo 134.4.d) de la LRLCV. 

 
 Quinta.- La segunda de las cuestiones sometida a dictamen es la 
siguiente: 
 

“2.- Si lo son y el pleno debe considerar no adscritos a los afectados, ¿en 
qué caso quedarían D. Darius Tortosa e Inmaculada Alberola (designada 
segunda teniente de alcalde) por aplicación de lo dispuesto en el artículo 73.3 
LRBRL y 134.4 LRLCV? ¿Podrían seguir siendo Alcalde y recibiendo retribución 
por la exclusiva y Teniente de Alcalde respectivamente? 
 
 La segunda cuestión planteada tiene carácter subsidiario, pues parte 

de una hipótesis que, conforme a las consideraciones expuestas en la 
consideración anterior, no concurre en el presente supuesto. 

 
 Así, habiéndose concluido que la documentación aportada no resulta 
suficiente para acreditar la expulsión de los concejales D. Dàrius Tortosa 

España y D.ª Immaculada Alberola Montell de la formación política que 
presentó la candidatura por la que concurrieron a las elecciones, no procede 

atribuirles la condición de miembros no adscritos prevista en el artículo 
134.4.d) de la Ley 8/2010, LRLV. En consecuencia, no resulta necesario 
entrar a analizar las eventuales limitaciones derivadas del artículo 73.3 de la 

Ley 7/1985, LRBRL, respecto del ejercicio de cargos corporativos o de la 
percepción de retribuciones. 
 

 No obstante, y únicamente a efectos dialécticos, debe señalarse que la 
eventual adquisición de la condición de miembro no adscrito no determinaría 

por sí misma la pérdida de la condición de concejal ni el cese automático en 
la Alcaldía o en una Tenencia de Alcaldía. Ahora bien, la permanencia en 
determinados cargos institucionales y la percepción de retribuciones 

vinculadas a los mismos deberían examinarse a la luz de las limitaciones 
establecidas en el artículo 73.3 LRBRL y de la jurisprudencia constitucional 
emitida en relación con tales supuestos.   

 
 En cualquier caso, al no apreciarse en el presente supuesto la 

adquisición de la condición de miembros no adscritos, no procede efectuar un 
pronunciamiento más amplio sobre esta cuestión. 
 

III 
CONCLUSIÓN 

 
Por cuanto queda expuesto, el Pleno del Consell Jurídic Consultiu de 

la Comunitat Valenciana es del siguiente parecer: 
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1. Que, respecto de la primera de las cuestiones planteadas, la 
documentación aportada por D. Josep Ramon Mut i Bosque, en calidad de 

representante general de la coalición electoral Acord Municipal, no resulta 
suficiente para acreditar, a los efectos previstos en el artículo 134.4.d) de la 

Ley 8/2010, de la LRLCV, la expulsión de D. Dàrius Tortosa España y D.ª 
Immaculada Alberola Montell de la formación política que presentó la 
candidatura por la que concurrieron a las elecciones. 

En particular, no consta suficientemente acreditada la competencia 
del órgano que habría adoptado la decisión de expulsión, las normas internas 

que atribuyen dicha competencia, el procedimiento seguido para su adopción, 
la audiencia de los interesados ni, en su caso, la firmeza interna del acuerdo, 
de conformidad con las exigencias señaladas por la doctrina consultiva de 

esta Comunitat Valenciana. 
 
En consecuencia, no concurre base jurídica bastante para atribuir a 

D. Dàrius Tortosa España y D.ª Immaculada Alberola Montell la condición de 
miembros no adscritos de la Corporación al amparo del citado artículo 

134.4.d) de la LRLCV. 
 
2. Puesto que la respuesta a la primera cuestión es negativa, no 

resulta necesario efectuar un pronunciamiento sobre las consecuencias que 
eventualmente pudieran derivarse de la adquisición de la condición de 

miembros no adscritos respecto del ejercicio de cargos corporativos o de la 
percepción de retribuciones. 
 

 
 V.H., no obstante, resolverá lo procedente. 
 

 València, 10 de junio de 2026 
 

       EL SECRETARIO GENERAL 
 
 

LA PRESIDENTA  
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